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Propuestas ante la crisis

2013 / revista resumen del informe anual 

El agravamiento de las circunstancias 
económicas, sociales y personales de las familias 
demandantes de vivienda hace que siga estando total 
y plenamente vigentes algunas de las propuestas 
que en esta materia ha venido efectuando esta 
Defensoría en los últimos años

A raíz de las quejas tramitadas en el año 
2013 sobre la problemática de la vivienda, 
observamos que se ha producido el agravamiento 
de las circunstancias económicas, sociales y 
personales de las familias demandantes de 
vivienda, así como el aumento de la demanda 
de familias en situación de desempleo y con 
mínimos recursos económicos, que por dicha 
razón no pueden pagar un alquiler en el mercado 
libre y por tanto en situación de vulnerabilidad y 
en riesgo de exclusión. 

Muchos han sido desahuciados por impago de 
alquiler o han perdido su vivienda por ejecuciones 
hipotecarias o daciones en pago al no poder 
hacer frente a los préstamos hipotecarios, y la 
correlativa nula o escasa respuesta por parte de las 
administraciones, para poder satisfacer el derecho 
a la vivienda de tantas y tantas familias, al no haber 
recursos públicos suficientes para ello.

Ello, en un contexto en el que hemos seguido 
teniendo conocimiento de viviendas protegidas 
por la Administración desocupadas o vacías, 
además del fenómeno añadido de las ocupaciones 
irregulares, tanto de viviendas de propiedad privada, 
como públicas, siendo más graves estas últimas, 
por cuanto que no tiene justificación alguna el 
que viviendas propiedad de la Administración, 
promovidas con fondos públicos, estén sin servir 
al fin último que justificó su construcción, cual es 
satisfacer la necesidad de alojamiento habitual y 
permanente de las unidades familiares necesitadas 
de acceder a este bien básico, al no poder hacerlo 
en el mercado libre con sus propios medios. 

En vista de ello, siguen estando total y 
plenamente vigentes algunas de las propuestas 
que en materia de vivienda ha venido efectuando 
esta Defensoría a lo largo de años anteriores en 
su Informes Anuales al Parlamento de Andalucía, 
aunque debidamente actualizadas: 

Es preciso que los poderes públicos no dejen de 
promover la tipología de vivienda conocidas como 
“sociales” en alquiler, tratándose de las denominadas 
en el último Plan, como viviendas de promoción pública 
para la integración social, habida cuenta de que existe 

Medidas de garantía del 
derecho a la vivienda

Entre las medidas, más control de viviendas públicas, fomento del alquiler; 
viviendas sin desocupar...
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un sector de la población, a nuestro juicio cada vez 
más amplio, que ni siquiera con ayudas públicas 
puede afrontar el pago de las cuotas de alquileres de 
viviendas protegidas o libres de tipo medio.

Es necesario, llevar a cabo un efectivo control 
de las viviendas de promoción pública y una eficiente 
gestión del patrimonio público residencial, mediante 
las inspecciones oportunas.

Las administraciones titulares de estos 
inmuebles deben gestionarlos de manera eficiente, 
y, en algunos casos, con la puesta en marcha de 
programas de tutela social que hagan posible la 
normalización de la ocupación y el uso.

Es totalmente inadmisible que viviendas 
protegidas calificadas en régimen de compraventa y 
promovidas por promotores públicos permanezcan 
sin ocupar, y al mismo tiempo exista una ingente 
demanda de vivienda protegida de personas y 
familias que solo pueden satisfacer su derecho a la 
vivienda a través del régimen protegido. 

Se hace imprescindible y urgente que tras un 
riguroso inventario de las mismas, se proceda, 
conforme a los trámites legales que sean oportunos, 
a su cambio de calificación, de compraventa a 
alquiler, para poder ofertarlas a las personas y 
familias demandantes de este bien básico de 
régimen protegido. 

También en esta línea, es imprescindible 
que se refuercen los mecanismos de inspección 
sobre el uso y ocupación efectiva de las viviendas 
protegidas de titularidad privada y, en la actual 
tesitura, especialmente, las existentes en manos de 
las entidades financieras.

Finalmente, consideramos que es necesario 
que por los poderes públicos se ponga en marcha 
una bolsa de ayudas económicas a propietarios y 
arrendatarios que, temporalmente 
y por causas sobrevenidas 
(fallecimiento, grave enfermedad, 
desplazamiento por razones 
laborales, pérdida de empleo, 
etc.), no puedan afrontar 
el pago de las cuotas del 
préstamo hipotecario de la 
vivienda principal 
o del alquiler, sin 
perjuicio de prever 
f i n a n c i a c i o n e s 
flexibles para el 
reembolso de 
estas ayudas.

“Muchas familias no pueden pagar 
un alquiler en el mercado libre”

Para saber más:
Separata “VIVIENDA”: pag 159 medidas en 

garantía del derecho a la vivienda”


